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EXPEDIENTE: SUP-REC-516/2026
RECURRENTE: MARÍA GUADALUPE FRANCO CRUZ, PRESIDENTA MUNICIPAL DE CHAPA DE MOTA, ESTADO DE MÉXICO
AUTORIDAD RESPONSABLE: SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, CORRESPONDIENTE A LA QUINTA CIRCUNSCRIPCIÓN PLURINOMINAL CON SEDE EN TOLUCA, ESTADO DE MÉXICO[footnoteRef:1] [1:  En adelante, Sala Toluca, Sala Regional o responsable.] 

MAGISTRADO PONENTE: FELIPE ALFREDO FUENTES BARRERA 
SECRETARIO: JESÚS ALBERTO GODÍNEZ CONTRERAS
Ciudad de México, once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:2] [2:  En lo subsecuente, las fechas se referirán a dos mil veintiséis, salvo mención expresa.] 

SENTENCIA de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que desecha de plano la demanda, porque no se satisface el requisito especial de procedencia del recurso de reconsideración.
I. ASPECTOS GENERALES
1. La controversia tiene su origen en los juicios de la ciudadanía promovidos por el síndico municipal y la primera regidora del Ayuntamiento de Chapa de Mota, Estado de México, quienes controvirtieron la modificación del tabulador de remuneraciones correspondiente al ejercicio fiscal dos mil veinticinco, así como la omisión de recibir íntegramente las percepciones inherentes al ejercicio de sus cargos.
2. El Tribunal Electoral del Estado de México determinó sobreseer respecto de los planteamientos relacionados con la modificación del tabulador y declaró fundada la omisión de pago reclamada. En consecuencia, ordenó al ayuntamiento cubrir las cantidades pendientes a las personas promoventes.
3. La presidenta municipal promovió un juicio general en contra de esa determinación al considerar que el Tribunal local había excedido sus atribuciones al determinar las remuneraciones pendientes de pago. Por su parte, la Sala Regional Toluca confirmó la sentencia local, al estimar que la actuación del Tribunal local se encontraba comprendida dentro de sus facultades para tutelar los derechos político-electorales vinculados con el ejercicio del cargo, sin que ello implicara invadir atribuciones del Ayuntamiento.
4. En contra de esa determinación, la presidenta municipal interpuso el presente recurso de reconsideración.
II. ANTECEDENTES
5. De lo narrado por la parte recurrente y de las constancias que obran en el expediente, se advierte lo siguiente:
6. 1. Entrega de constancias de mayoría. El cinco de junio de dos mil veinticuatro, el Consejo Municipal expidió las constancias de mayoría a favor de la primera regidora y del síndico, para el periodo comprendido del primero de enero de dos mil veinticinco al treinta y uno de diciembre de dos mil veintisiete.
7. 2. Juicios locales. El diez de junio, el síndico municipal y la primera regidora promovieron los juicios JDCL/170/2026 y JDCL/171/2026 ante el Tribunal local para controvertir: i) el acuerdo de Cabildo por el que se modificó el tabulador de sueldos del ejercicio fiscal dos mil veinticinco; ii) la reducción de sus remuneraciones; y iii) la omisión de cubrir íntegramente las percepciones previstas en el primer tabulador, aprobado en febrero de dos mil veinticinco.
8. 3. Sentencia local. El primero de octubre, el Tribunal local sobreseyó respecto de la impugnación del segundo tabulador y declaró fundada la omisión de pago; por lo que ordenó al Ayuntamiento de Chapa de Mota, Estado de México, por conducto de su presidencia municipal y tesorería cubrir 											 al síndico y 										a la primera regidora.
9. 4. Juicio general. El ocho de octubre, la presidenta municipal promovió un juicio general en contra de esa resolución, con el que se integró el expediente ST-JG-106/2026.
10. 5. Sentencia regional. El veintiocho de octubre, la Sala Regional Toluca confirmó la sentencia local al estimar que el Tribunal local no invadió las atribuciones del Ayuntamiento, pues la determinación de las remuneraciones pendientes constituía una medida restitutoria de los derechos político-electorales de sus integrantes.
11. 6. Recurso de reconsideración. El cuatro de noviembre, la recurrente interpuso el presente recurso de reconsideración. 
III. TRÁMITE
12. 1. Turno. Mediante acuerdo, el magistrado presidente turnó el expediente SUP-REC-516/2026 a la ponencia del magistrado Felipe Alfredo Fuentes Barrera, para los efectos previstos en el artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.[footnoteRef:3] [3:  En adelante, Ley de Medios.] 

13. 2. Radicación. En su momento, el magistrado instructor radicó el expediente en la ponencia a su cargo.
IV. COMPETENCIA
14. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, por tratarse de un recurso de reconsideración interpuesto para controvertir una sentencia dictada por una sala regional.[footnoteRef:4] [4:  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 256, fracción I, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y 4 y 64 de la Ley de Medios.] 

V. IMPROCEDENCIA
Decisión 
15. Esta Sala Superior considera que, con independencia de que se actualice alguna otra causal de improcedencia, la demanda debe desecharse de plano, al no cumplirse con el requisito especial de procedencia, porque no se advierte que subsista un tema de constitucionalidad o convencionalidad que deba ser revisado en esta instancia jurisdiccional. 
Marco normativo 
16. Dentro de la gama de medios de impugnación existentes en materia electoral, el recurso de reconsideración posee una naturaleza dual, ya que, por un lado, se trata de un medio ordinario para impugnar las resoluciones de las salas regionales referidas en el artículo 61, párrafo 1, inciso a) de la Ley de Medios y, por otro, se trata de un medio extraordinario a través del cual esta Sala Superior opera como un órgano de control de la regularidad constitucional.
17. Lo anterior, ya que según lo dispuesto por el párrafo 1, inciso b) del artículo citado, la procedencia del recurso de reconsideración se materializa también cuando las sentencias dictadas por las Salas Regionales hayan decidido la no aplicación de alguna ley en materia electoral que se estime contraria a la Constitución general.
18. Así, por regla general, las sentencias pronunciadas por las Salas Regionales son definitivas e inatacables; sin embargo, serán susceptibles de impugnarse a través del recurso de reconsideración cuando se refieren a juicios de inconformidad, en los supuestos del artículo 62 de la Ley de medios, o cuando dichos órganos jurisdiccionales se pronuncien sobre temas propiamente de constitucionalidad o convencionalidad, en los demás medios de impugnación.
19. Esto último, porque el recurso de reconsideración no constituye una ulterior instancia, sino una de carácter constitucional extraordinaria conforme a la cual la Sala Superior ejerce un auténtico control de constitucionalidad de las sentencias pronunciadas por las Salas Regionales.
20. En principio, cuando hayan resuelto la no aplicación de normas electorales, precisamente por considerarlas contrarias a la Constitución general, lo que equivale no solo al estudio de dicho ejercicio, sino que la jurisdicción de la Sala Superior habilita una revisión amplia, en la medida en que sobre el tema es el único instrumento procesal con el que cuentan las partes para ejercer el derecho de defensa.
21. Por esta razón, y dada la naturaleza extraordinaria del medio de impugnación que se estudia, conforme al criterio reiterado de esta Sala Superior, se ha ampliado la procedencia del recurso de reconsideración en aras de garantizar debidamente el derecho humano de acceso a la justicia, contenido en el artículo 17 de la Constitución general.
22. En suma, el recurso de reconsideración procede para impugnar las sentencias de fondo[footnoteRef:5] dictadas por las Salas Regionales en los casos siguientes: [5:  Conforme a lo previsto en el artículo 61 de la Ley de medios y la Jurisprudencia 22/2001, de rubro: “RECONSIDERACIÓN. CONCEPTO DE SENTENCIA DE FONDO, PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO.”] 

· En los juicios de inconformidad promovidos para impugnar los resultados de las elecciones de diputados federales y senadores.
· En los demás juicios o recursos, cuando se determine la inaplicación de una norma por considerarla contraria a la Constitución.
23. Al respecto, a partir de la interpretación sistemática y funcional de los artículos 17, 41 y 99 de la Constitución general, así como de los artículos 3, 61 y 62 de la Ley de medios, se ha determinado que el recurso de reconsideración también es procedente en los casos en que se aducen planteamientos sobre la constitucionalidad de una norma.
24. En este sentido, la procedencia del recurso de reconsideración para impugnar resoluciones dictadas por salas regionales se actualiza en los casos siguientes, de lo contrario, procedería su desechamiento de plano.
	Procedencia ordinaria prevista en el artículo 61 de la Ley de medios
	· Sentencias de fondo dictadas en los juicios de inconformidad que se hayan promovido en contra de los resultados de las elecciones de diputados y senadores.

· Sentencias recaídas a los demás medios de impugnación de la competencia de las salas regionales, cuando hayan determinado la no aplicación de una ley electoral por considerarla contraria a la Constitución general.


	Procedencia desarrollada por la jurisprudencia de la Sala Superior

	· Sentencias de fondo dictadas en algún medio de impugnación distinto al juicio de inconformidad en las que se analice o deba analizar algún tema de constitucionalidad o convencionalidad planteado ante la Sala Regional y se haga valer en la demanda de reconsideración.

· Sentencias que expresa o implícitamente inapliquen leyes electorales, normas partidistas o normas consuetudinarias de carácter electoral, por considerarlas contrarias a la Constitución general.[footnoteRef:6] [6:  Jurisprudencia 32/2009, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE SI EN LA SENTENCIA LA SALA REGIONAL INAPLICA, EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, UNA LEY ELECTORAL POR CONSIDERARLA INCONSTITUCIONAL.” 
Jurisprudencia 17/2012, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, SE INAPLICAN NORMAS PARTIDISTAS.” 
Jurisprudencia 19/2012, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO INAPLIQUEN NORMAS CONSUETUDINARIAS DE CARÁCTER ELECTORAL.”] 


· Sentencias que omitan el estudio o declaren inoperantes los agravios relacionados con la inconstitucionalidad de normas electorales.[footnoteRef:7] [7:  Jurisprudencia 10/2011, de rubro: “RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO SE OMITE EL ESTUDIO O SE DECLARAN INOPERANTES LOS AGRAVIOS RELACIONADOS CON LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS ELECTORALES.”] 


· Sentencias que interpreten directamente preceptos constitucionales.[footnoteRef:8] [8:  Jurisprudencia 26/2012, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE INTERPRETEN DIRECTAMENTE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES. y jurisprudencia 32/2015, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS CUALES SE DESECHE O SOBRESEA EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN DERIVADO DE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES.”] 


· Cuando se ejerza control de convencionalidad.[footnoteRef:9] [9:  Jurisprudencia 28/2013, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE PARA CONTROVERTIR SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO EJERZAN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD.”] 


· Cuando se alegue la existencia de irregularidades graves, que puedan afectar los principios constitucionales y convencionales exigidos para la validez de las elecciones, sin que las Salas Regionales hayan adoptado las medidas para garantizar su observancia o hayan omitido su análisis.[footnoteRef:10] [10:  Jurisprudencia 5/2014, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CUANDO SE ADUZCA LA EXISTENCIA DE IRREGULARIDADES GRAVES QUE PUEDAN AFECTAR LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES EXIGIDOS PARA LA VALIDEZ DE LAS ELECCIONES.”] 


· Sentencias de desechamiento cuando se advierta una violación manifiesta al debido proceso, en caso de notorio error judicial.[footnoteRef:11] [11:  Jurisprudencia 12/2018, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE DESECHAMIENTO CUANDO SE ADVIERTA UNA VIOLACIÓN MANIFIESTA AL DEBIDO PROCESO O EN CASO DE NOTORIO ERROR JUDICIAL.”] 


· Sentencias que traten asuntos que impliquen un alto nivel de importancia y trascendencia como para generar un criterio de interpretación útil para el orden jurídico nacional.[footnoteRef:12] [12:  Jurisprudencia 5/2019, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA ANALIZAR ASUNTOS RELEVANTES Y TRASCENDENTES.”] 


· Resoluciones que impongan medidas de apremio, aun cuando no se trate de sentencias definitivas o no se haya discutido un tema de constitucionalidad o convencionalidad.[footnoteRef:13] [13:  Jurisprudencia 13/2022, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES LA VÍA IDÓNEA PARA CONTROVERTIR LAS MEDIDAS DE APREMIO IMPUESTAS POR LAS SALAS REGIONALES POR IRREGULARIDADES COMETIDAS DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN O VINCULADAS CON LA EJECUCIÓN DE SUS SENTENCIAS.”] 


· Resoluciones de las salas regionales que determinan la imposibilidad jurídica o material para su cumplimiento.[footnoteRef:14] [14:  Jurisprudencia 13/2023, de rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE DECLARE LA IMPOSIBILIDAD DE CUMPLIR UNA SENTENCIA.”] 



Sentencia impugnada
25. La Sala Toluca confirmó la sentencia emitida por el Tribunal Electoral local en los juicios JDCL/170/2026 y JDCL/171/2026 acumulados, al considerar que dicho órgano jurisdiccional no había invadido la esfera competencial del Ayuntamiento al ordenar el pago de las remuneraciones pendientes a dos integrantes del Cabildo.
26. En primer lugar, la Sala Regional desestimó la causa de improcedencia por falta de legitimación activa, al considerar que la presidenta municipal se ubicaba en la excepción reconocida para las autoridades responsables que cuestionan la competencia del órgano jurisdiccional que emitió la resolución controvertida. Ese pronunciamiento permitió examinar los agravios dirigidos contra la competencia del tribunal local.
27. En cuanto al fondo, identificó tres grupos de planteamientos: i) la supuesta invasión de atribuciones presupuestarias municipales y la ausencia de una afectación al ejercicio de los cargos; ii) la incongruencia derivada de sobreseer respecto del segundo tabulador, pero utilizar el primero para calcular las diferencias; y iii) el presunto exceso de atribuciones por cuantificar directamente las cantidades que debían pagarse.
28. La responsable explicó que la falta de pago íntegro de las remuneraciones inherentes al desempeño de cargos de elección popular es susceptible de tutela electoral. Precisó que el Tribunal local no examinó la legalidad del acuerdo de Cabildo que modificó el tabulador, sino la omisión de cubrir las cantidades que consideró previstas en el instrumento aprobado para el ejercicio fiscal de dos mil veinticinco.
29. También sostuvo que ese órgano jurisdiccional local valoró los instrumentos presupuestarios, recibos de nómina y comprobantes fiscales para establecer diferencias entre las percepciones reconocidas y las efectivamente pagadas; por lo que, esa operación no supuso modificar el presupuesto municipal, redistribuir partidas ni crear conceptos de remuneración, sino concretar una medida restitutoria respecto de obligaciones previamente acreditadas.
30. La Sala Regional reconoció que la competencia para conocer de una controversia sobre remuneraciones no autoriza cualquier método de cuantificación. No obstante, estimó que, en las circunstancias examinadas, la determinación del Tribunal local se encontraba vinculada con el derecho al ejercicio efectivo del cargo. 
31. Finalmente, declaró inoperantes los planteamientos restantes que no guardaban relación con la cuestión competencial o con derechos individuales de la presidenta municipal, dada la naturaleza excepcional de su legitimación.
Agravios ante esta Sala Superior
32. Para justificar la procedencia de la reconsideración, la recurrente sostiene que la Sala Regional omitió realizar un análisis constitucional y que la controversia requiere una interpretación directa de los artículos 115, fracción IV, y 127 de la Constitución general; aunado a ello, considera que el asunto reviste importancia y trascendencia por sus implicaciones en la delimitación de las atribuciones jurisdiccionales electorales frente a la autonomía hacendaria municipal.
33. En su primer agravio, afirma que la Sala Toluca interpretó de manera incorrecta el alcance de la libre administración hacendaria municipal, al entender que no existía invasión competencial por el solo hecho de que el Tribunal local no modificó formalmente el presupuesto, pese a haber fijado directamente una condena económica.
34. En el segundo, plantea que la Sala Regional realizó una lectura incompleta del artículo 127 constitucional, porque, en su opinión, confundió el derecho a recibir remuneraciones con la facultad de determinar su cuantía y de establecer una obligación líquida a cargo del Ayuntamiento.
35. Mediante el tercer agravio sostiene que la sentencia es incongruente, pues confirmó la utilización del tabulador aprobado en febrero de dos mil veinticinco pese a que el Tribunal local se declaró incompetente para pronunciarse sobre la legalidad del tabulador modificado en junio de dos mil veintiséis; la recurrente considera que no se justificó la eficacia del instrumento usado como base del cálculo.
36. En el cuarto agravio el recurrente aduce que la diferencia aritmética entre cantidades presupuestadas y pagadas no demuestra, por sí sola, una obligación jurídica exigible; debieron examinarse previamente los conceptos remuneratorios, los instrumentos sucesivos y las condiciones para su devengo.
37. En el quinto cuestiona la extensión de la jurisdicción electoral a una controversia que, a su juicio, se circunscribe a discrepancias económicas, sin acreditarse una obstaculización concreta de las funciones de los integrantes del Ayuntamiento.
38. En el sexto agravio alega falta de exhaustividad e indebida inoperancia; en específico, refiere que, aunque la Sala Regional le reconoció legitimación excepcional para discutir la competencia del Tribunal local, dejó sin contestar aspectos que, desde su perspectiva, integraban precisamente esa objeción competencial.
39. Por último, sostiene que los efectos de la sentencia resultan excesivos, pues una medida menos invasiva habría sido ordenar al propio Ayuntamiento que determinara, con fundamento y motivación, las cantidades que en su caso correspondieran, sujetando esa determinación a posterior control jurisdiccional.
Caso concreto
40. Esta Sala Superior considera que no se actualiza el requisito especial de procedencia del recurso de reconsideración, porque de la sentencia impugnada se advierte que la Sala Regional resolvió la controversia a partir del análisis de la competencia material del Tribunal local para conocer de la omisión de pago de remuneraciones inherentes al ejercicio de cargos de elección popular, así como de sus facultades para cuantificar las diferencias reclamadas y ordenar su pago como medida restitutoria, sin realizar un estudio propiamente dicho de constitucionalidad o convencionalidad. 
41. En esa medida, de la lectura detenida de la determinación impugnada este órgano jurisdiccional advierte que ninguna de esas consideraciones implicó inaplicar una norma por estimarla inconstitucional, ejercer control de convencionalidad o fijar, mediante una interpretación directa, el contenido normativo de los artículos 115 y 127 constitucionales.
42. En efecto, la Sala Toluca acudió al marco constitucional y a criterios jurisprudenciales sobre competencia y ejercicio efectivo de cargos de elección popular, pero lo hizo para determinar si, dadas las particularidades del litigio, el Tribunal local podía conocer de la omisión de pago y ordenar una restitución. 
43. Ahora bien, no pasa inadvertido que la recurrente cuestiona la congruencia de la resolución local, al señalar que el Tribunal electoral sobreseyó respecto de la impugnación del tabulador modificado en junio de dos mil veintiséis y, al mismo tiempo, utilizó el aprobado en febrero de dos mil veinticinco para determinar las diferencias pendientes de pago. Asimismo, sostiene que la Sala Regional no examinó adecuadamente dicho planteamiento, particularmente en lo relativo a los efectos jurídicos de ambos instrumentos.
44. No obstante, tales argumentos tampoco actualizan una cuestión propiamente constitucional, pues se dirigen a controvertir la exhaustividad y motivación de la sentencia regional, así como la determinación del parámetro presupuestario utilizado para cuantificar las remuneraciones reclamadas. 
45. En ese sentido, su análisis implicaría revisar los efectos jurídicos de los acuerdos de Cabildo y las razones por las cuales se consideró aplicable uno de los tabuladores, aspectos que corresponden al ámbito de la legalidad.
46. De esta manera, los planteamientos de la recurrente son susceptibles de analizarse desde el ámbito de la legalidad, al estar relacionados con la congruencia y exhaustividad de la sentencia regional, así como con la determinación de los efectos jurídicos de los tabuladores involucrados. Por tanto, no se advierte una omisión de estudio de una cuestión propiamente constitucional que actualice, por esa vía, el requisito especial de procedencia.
47. Lo anterior, máxime si se considera que los planteamientos de la recurrente se dirigen, esencialmente, a cuestionar la manera en que la Sala Toluca examinó la relación entre los dos tabuladores y delimitó la competencia del Tribunal local para determinar las diferencias remuneratorias reclamadas, aspectos cuyo análisis corresponde, en principio, al ámbito de la legalidad.
48. En esa lógica, la invocación de los artículos 115, fracción IV, y 127 constitucionales no basta para actualizar el supuesto previsto en la jurisprudencia 26/2012[footnoteRef:15]; toda vez que en la sentencia impugnada la autoridad responsable no desentrañó el sentido y alcance de esas disposiciones mediante una interpretación directa, sino que aplicó al caso concreto criterios sobre la tutela electoral de remuneraciones y las facultades restitutorias de los tribunales. [15:  De rubro: “RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE INTERPRETEN DIRECTAMENTE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES”.] 

49. Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que existe interpretación directa de un precepto constitucional cuando el órgano jurisdiccional desentraña y explica su contenido, determinando su sentido y alcance mediante un análisis gramatical, histórico, lógico o sistemático, lo que no se actualiza en el presente asunto[footnoteRef:16]. [16:  Jurisprudencia P./J. 46/91, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL, COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA, EXISTE CUANDO A TRAVÉS DE ELLA SE DETERMINAN EL SENTIDO Y EL ALCANCE JURÍDICOS DE LA NORMA CONSTITUCIONAL SOBRE LA BASE DE UN ANÁLISIS GRAMATICAL, HISTÓRICO, LÓGICO O SISTEMÁTICO”.] 

50. En esa línea, el argumento relativo a que la valoración de los tabuladores implicó una modificación presupuestaria encubierta tampoco actualiza una cuestión de constitucionalidad, pues su análisis se relaciona con determinar si fue correcto utilizar el tabulador original para cuantificar las diferencias reclamadas, pese a la existencia de una modificación posterior; esto es, se trata de un aspecto vinculado con los efectos jurídicos de ambos instrumentos y la fundamentación de la sentencia regional, cuyo examen corresponde al ámbito de la legalidad.
51. De ahí que, aunque la recurrente sostiene que la Sala Regional desconoció los alcances de la autonomía hacendaria municipal y del régimen constitucional de remuneraciones, lo cierto es que su inconformidad se dirige a cuestionar la manera en que la responsable examinó la competencia del Tribunal local, así como la congruencia y suficiencia de las razones utilizadas para confirmar la cuantificación de las diferencias reclamadas. 
52. Sin que tales planteamientos evidencien, por sí mismos, una cuestión de constitucionalidad susceptible de revisión mediante el recurso de reconsideración.
53. Tampoco se actualiza la importancia y trascendencia alegada, pues si bien el asunto involucra las facultades presupuestarias municipales y la tutela del derecho a recibir remuneraciones por el ejercicio de cargos de elección popular, la controversia se centra en determinar los efectos jurídicos de dos tabuladores correspondientes al mismo ejercicio fiscal, así como a cuestionar la suficiencia del análisis realizado por la Sala Regional. 
54. Por tanto, su resolución dependería del examen de las circunstancias particulares del caso, sin que se advierta la necesidad de establecer un criterio novedoso de alcance general que justifique la intervención extraordinaria de esta Sala Superior.
55. En ese sentido, el SUP-REC-353/2026 y acumulado no conduce a una conclusión distinta; puesto que, en aquel asunto se reconoció la importancia y trascendencia de definir el alcance del derecho de una representación indígena a recibir remuneración, a partir de la reforma al artículo 2º constitucional y de lo resuelto por la Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 129/2024. 
56. En cambio, aquí no se discute el reconocimiento originario de ese derecho ni la fijación de parámetros para una figura de representación constitucionalmente redefinida, sino la determinación de diferencias respecto de remuneraciones previstas en instrumentos municipales y la suficiencia de la motivación judicial para cuantificarlas.
57. Lo anterior no supone calificar de acertadas las razones de la Sala Regional ni resolver si el segundo tabulador podía producir efectos sobre remuneraciones correspondientes a un ejercicio fiscal concluido, ya que la naturaleza extraordinaria del recurso impide revisar esas cuestiones si no se acredita alguna de las hipótesis que habilitan la competencia revisora de esta Sala Superior.
58. Por último, no se advierte un error judicial evidente que justifique abrir excepcionalmente el recurso, en tanto que la Sala Regional dictó una sentencia de fondo, examinó la objeción relativa a la competencia del Tribunal local y expresó razones para confirmar la decisión local. Además, la discrepancia con esas consideraciones, o una posible insuficiencia de su desarrollo, no actualiza el supuesto excepcional de error judicial manifiesto.
59. En consecuencia, al no satisfacerse el requisito especial de procedencia ni actualizarse alguno de los supuestos excepcionales previstos legal o jurisprudencialmente, procede desechar de plano la demanda.
VI. RESUELVE
ÚNICO. Se desecha de plano la demanda.
Notifíquese como en Derecho corresponda.
En su oportunidad, devuélvanse las constancias y archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvieron por unanimidad de votos, la magistrada y los magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe que la presente sentencia se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. Así como el diverso acuerdo 2/2023.
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